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Se declara abierta la sesión a las 10.30 horas.

DECLARACIÓN DEL SR. ABDUL BASSIT SEBDERAT, MINISTRO DE JUSTICIA DEL SUDÁN

1. El Sr. SEBDERAT (Sudán) dice que para acelerar el progreso en la esfera
de los derechos humanos es necesario adoptar con prioridad y sin demora
medidas concretas para garantizar el respeto de todos los instrumentos y
resoluciones aprobados por la comunidad internacional, iniciar un diálogo
constructivo y proceder, de tiempo en tiempo, a una revisión de los métodos
de trabajo de la Comisión.  Aunque sus recursos sean modestos y no disponga
de competencias suficientes en las esferas técnicas, el Sudán siempre ha
tratado de cumplir sus obligaciones internacionales mediante la presentación
de informes periódicos completos a los diferentes órganos creados en virtud
de los instrumentos internacionales de derechos humanos, teniendo plenamente
en cuenta las recomendaciones y observaciones formuladas por esos órganos.

2. El examen de las violaciones de los derechos humanos en todas partes
del mundo constituye un aspecto importante de la acción realizada por la
comunidad internacional.  Sin embargo, los esfuerzos realizados en esa esfera
no deberían verse explotados por algunos para proceder a arreglos de cuentas
políticos, tanto más cuanto que la Carta de las Naciones Unidas subraya la
necesidad de resolver los problemas relativos a los derechos humanos mediante
la cooperación.  Es perfectamente legítimo que la comunidad internacional se
ocupe de las violaciones de los derechos humanos cometidas en todo el mundo,
habida cuenta de la universalidad de esos derechos.  Dicho esto, hay que
acabar con la actitud selectiva que consiste en encarnizarse con algunos
países, mientras se pasan por alto las violaciones cometidas por regímenes
que cuentan con la simpatía de determinadas Potencias.  Basta pasar revista
a las resoluciones aprobadas cada año por la Comisión para advertir la
magnitud del problema.  Por lo tanto, es urgente revisar los métodos de
trabajo de este órgano a fin de que los recursos limitados de que dispone
sirvan realmente para proteger los derechos humanos, cualquiera sea el
régimen político de que se trate.

3. La situación descrita no impide, sin embargo, que el Sudán coopere
plenamente y sin condiciones con los mecanismos internacionales en la esfera
de los derechos humanos.  Sólo en el último año, las autoridades sudanesas
han recibido en dos ocasiones al Relator Especial sobre la situación de los
derechos humanos en el Sudán y, a petición de éste, han investigado varios
casos y le han comunicado los resultados obtenidos; también han procedido
a realizar otras dos investigaciones solicitadas respectivamente por la
Asamblea General (cuestión de la trata de esclavos) y por el Grupo de Trabajo
sobre desapariciones forzadas o involuntarias.  También conviene mencionar la
visita del Relator Especial sobre la intolerancia religiosa, la invitación
a viajar al Sudán que se ha hecho al Relator Especial sobre el derecho a la
libertad de opinión y de expresión, así como al Presidente del Grupo de
Trabajo sobre las formas contemporáneas de la esclavitud y, por último,
la visita efectuada al país por la Comisión africana de derechos humanos y
de los pueblos.
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4. El Gobierno del Sudán estableció al llegar al poder en 1989 un calendario
para la transición hacia un régimen democrático constitucional que
garantizase la participación efectiva de todos los miembros de la sociedad. 
En el segundo semestre de 1996 se celebraron elecciones presidenciales y
legislativas en presencia de observadores internacionales que certificaron
que la consulta se desarrolló en condiciones normales.  El Gobierno,
consciente de la importancia que los sistemas de organización administrativa
tienen para el ejercicio efectivo de los derechos humanos, ha optado por un
sistema federal, con el objetivo de asegurar la participación de todos en
la gestión de los asuntos públicos y una distribución equitativa de los
recursos nacionales.  Para ello se ha dividido al país en 26 gobernadurías. 
En la actualidad, sólo la política exterior, la defensa, la seguridad y la
planificación dependen del poder central.

5. Todo lo que se ha logrado en el Sudán en materia de derechos humanos
podría verse en peligro hoy si el Consejo de Seguridad aplicase, en virtud
de la resolución 1070 (1996) la prohibición de los vuelos de Sudán Airways,
medida que podría comportar un grave deterioro de las condiciones de vida
de la población -que puede verse privada de atención médica y de suministros
vitales así como de la libertad de circulación- e impedir la llegada de
socorro humanitario, sobre todo hacia las provincias aisladas que dependen
totalmente de los servicios de esa compañía.  Conviene recordar que la
Asamblea General y la Comisión han subrayado muchas veces que las sanciones
económicas y políticas impuestas por determinadas grandes Potencias
constituyen un obstáculo al robustecimiento de los derechos económicos,
sociales y políticos.  A este respecto, las autoridades sudanesas denuncian
las tentativas de determinados grupos de la oposición y organismos benévolos
que actúan en la esfera de los derechos humanos de disuadir a las sociedades
internacionales de invertir en el Sudán.  Esas tentativas no harán sino
agravar los sufrimientos del pueblo sudanés.

6. Cualesquiera sean los esfuerzos de cooperación del Sudán con la comunidad
internacional y las medidas que adopta en los niveles administrativo y
constitucional, la promoción de los derechos humanos no dará los resultados
previstos mientras no se ponga fin al conflicto armado interno en el marco de
una solución pacífica que tenga en cuenta las reivindicaciones de todas las
partes interesadas.  Por eso, en cuanto el Gobierno del Sudán llegó al poder
convocó una conferencia nacional cuyos trabajos terminaron con la aprobación
el 10 de abril de 1996 de un pacto para la paz, que firmaron las autoridades
sudanesas y algunas facciones de la rebelión.  Ese instrumento hace hincapié
en la necesidad de solucionar el conflicto por medios pacíficos, conservar la
integridad territorial del país, organizar un referéndum para responder a las
aspiraciones políticas de los habitantes del sur del país y promover la
participación democrática de todos en el marco de un sistema federal. 
Con fines de eficacia, se ha decidido además crear un consejo de coordinación
de las gobernadurías del sur.

7. Como no todas las facciones de la oposición aceptaron ese pacto,
el Gobierno ha preferido tratar con las formaciones que han mostrado su
sentido de la responsabilidad al sobreponer los intereses nacionales y los de
las poblaciones del sur a cualquier otra consideración, convencidas de que



E/CN.4/1997/SR.46
página 5

era necesario poner fin a una guerra fratricida.  Dicho esto, ha dejado la
puerta abierta a todos los elementos de la oposición que deseen sumarse al
proceso de paz.

8. La intensificación de la guerra de agresión realizada en el sur del
país por determinadas facciones de la oposición con el apoyo de fuerzas
extranjeras ha comportado graves violaciones de los derechos humanos
(ejecuciones sumarias, matanzas, violaciones y desplazamientos de población). 
Lo que es todavía más inquietante, en la actualidad se cometen en las
regiones orientales del país violaciones sistemáticas de los derechos
humanos.  A este respecto, es muy de lamentar que algunos miembros de
organismos de defensa de los derechos humanos que participan regularmente
en los trabajos de la Comisión apoyen la agresión perpetrada por fuerzas
extranjeras contra el sur del país.  El Sudán exhorta a todos esos organismos
a que actúen de forma más responsable.

INTENSIFICACIÓN DE LA PROMOCIÓN Y EL FOMENTO DE LOS DERECHOS HUMANOS Y LAS
LIBERTADES FUNDAMENTALES, EN PARTICULAR LA CUESTIÓN DEL PROGRAMA Y LOS
MÉTODOS DE TRABAJO DE LA COMISIÓN:

a) OTROS CRITERIOS Y MEDIOS QUE OFRECE EL SISTEMA DE LAS NACIONES UNIDAS
PARA MEJORAR EL GOCE EFECTIVO DE LOS DERECHOS HUMANOS Y LAS LIBERTADES
FUNDAMENTALES;

b) INSTITUCIONES NACIONALES DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS
HUMANOS;

c) FUNCIÓN DE COORDINACIÓN DEL CENTRO DE DERECHOS HUMANOS RESPECTO DE
LOS ÓRGANOS Y MECANISMOS DE LAS NACIONES UNIDAS QUE SE OCUPAN DE LA
PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS;

d) DERECHOS HUMANOS, ÉXODOS EN MASA Y PERSONAS DESPLAZADAS

(tema 9 del programa) (continuación) (E/CN.4/1997/3, 35 a 42, 43 y Add.1, 44
a 46, 47 y Add.1 a 4, 119 y 131; E/CN.4/1997/NGO/10, 24, 28, 40 y 41;
A/51/483 y Add.1, y 506 y Add.1)

SERVICIOS DE ASESORAMIENTO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS (tema 18 del
programa) (continuación) (E/CN.4/1997/84 a 86, 88 y Corr.1, 89, 90 y 130;
E/CN.4/1997/NGO/33 y 63; A/51/453 y Add.1)

9. La Sra. MATINE-DAFTARY (Asociación Internacional de Juristas Demócratas)
señala que incluso los Estados que formularon reservas acerca del Programa
de Acción de Beijing tratan de mejorar la situación de la mujer en sus
países.  Pero no ocurre así con el Gobierno del Irán, que mantiene que los
derechos humanos se rigen por la cultura y la religión y que, por voluntad
divina, las mujeres no ocupan en la sociedad el mismo lugar que los hombres. 
Esa actitud sectaria halla su expresión en las disposiciones de la
Constitución, que estipula que las mujeres deben renunciar a trabajar y
consagrarse a su papel vital, que consiste en criar a sus hijos en el respeto
de la ideología del Estado.



E/CN.4/1997/SR.46
página 6

10. El Código Civil establece la supremacía del padre como cabeza de hogar
y le confiere el derecho de custodia absoluto sobre los hijos.  En 1982
se rebajó la edad de matrimonio de las muchachas de los 18 a los 9 años. 
El artículo 1041 del Código Civil prohíbe el matrimonio antes de la edad de
la pubertad, salvo que el padre y el tutor consientan en él.  En cuanto al
artículo 1133, confiere al marido el derecho absoluto de divorciarse cuando
lo desee.  En cambio, una mujer no puede obtener el divorcio más que en
determinadas condiciones.  Debe demostrar que su existencia se ha hecho
intolerable, y el procedimiento puede durar varios años.

11. Conforme al Código de Penas Islámicas, el testimonio de una mujer no
tiene el mismo valor que el de un hombre y cuando se asesina a una mujer el
precio de su sangre se calcula en la mitad del de un hombre.  En virtud del
artículo 630 de la nueva sección sobre las sentencias, el marido puede con
total impunidad matar, mutilar o golpear a su esposa o al presunto amante de
ésta.  El artículo 49 del mismo código estipula que las muchachas pasan a ser
responsables ante la ley a la edad de la "madurez religiosa" (los 9 años). 
Conforme al artículo 638 las mujeres están obligadas, so pena de cárcel o
de multa, a llevar un velo que las cubre de la cabeza a los pies.  Si así lo
decide un juez de la charia, a una mujer mal velada se la puede condenar
a 74 latigazos por impía.  Las detenciones y los actos de acoso en la calle,
las expulsiones de la escuela, de la universidad y del trabajo son prácticas
corrientes.  Por último, el apartado b) del artículo 82 dispone que el
adulterio de la mujer se castiga con lapidación.  Ese suplicio constituye,
evidentemente, un castigo cruel, inhumano y degradante, y además se inflige
por actos que no pueden considerarse delitos graves.

12. A las mujeres no se las considera lo bastante juiciosas para dictar una
sentencia.  En 1979 se cesó en sus funciones a todas las juezas.

13. En un sistema ideológico que exige que toda la población se comporte,
piense y se exprese de manera uniforme, no hay cabida para las organizaciones
femeninas o los organismos de defensa de derechos humanos auténticamente
independientes.

14. El Sr. TOTSUKA (Movimiento Internacional para la Reconciliación) señala
que su organización se congratula de la importante tarea realizada por los
mecanismos de las Naciones Unidas en relación con la cuestión de la violencia
contra la mujer, concretamente la esclavitud sexual practicada por los
militares japoneses durante la segunda guerra mundial.  Observa con
satisfacción, a este respecto, que el Comité de Expertos sobre la aplicación
de los convenios y recomendaciones (OIT) ha vuelto a concluir que había
existido violación del Convenio sobre el trabajo forzado por el Japón y
exhortado a ese país a asumir su responsabilidad para con las víctimas. 
Por desgracia, el Gobierno del Japón no ha aceptado las recomendaciones del
Comité de Expertos.  Sin embargo, en el Japón ha habido reacciones positivas
a esas recomendaciones.  De hecho, muchos parlamentarios japoneses apoyan ya
la campaña en pro de la promulgación de una ley de creación de una comisión
de investigación sobre la práctica de la esclavitud sexual por los militares
japoneses y que se contemple la indemnización directa de las víctimas por el
Estado.  Varias organizaciones no gubernamentales (ONG) con sede en Ginebra
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han recibido últimamente de dos parlamentarios japoneses una carta en la cual
se indica que muchos de sus colegas estaban dispuestos a apoyar ese proyecto
de ley.  Los autores de la carta señalan, además, que sin esperar a los
resultados de la investigación contemplada, una organización privada creada
por la iniciativa de las autoridades japonesas, el Fondo para las Mujeres
de Asia, ha empezado a pagar una indemnización a 16 supervivientes
de Filipinas y Corea del Sur, para lo cual ha utilizado los donativos
del público.

15. El Movimiento del orador exhorta a la Comisión a seguir atribuyendo el
mismo interés a la cuestión e insta al Gobierno del Japón a cooperar con los
parlamentarios con miras a proceder a una investigación y hacer que el Estado
indemnice directamente a las víctimas.

16. La Sra. NAZIR (International Human Rights Law Group), que habla también
en nombre de Promoción de Apoyo a las Iniciativas Femeninas y de la
Organización de Mujeres Cristianas Pro Democracia-Zaire, desea enfocar la
cuestión de la violencia contra la mujer, concretamente durante conflictos
armados.  En primer lugar, rinde homenaje a la Relatora Especial sobre el
tema, cuyos trabajos han permitido arrojar la luz sobre las diferentes formas
de malos tratos de que son víctimas las mujeres.  El International Human
Rights Law Group insta encarecidamente a la Comisión a prorrogar el mandato
de la Relatora para que pueda estudiar en 1998 cuestiones tan importantes
como la violencia de Estado contra la mujer y la violencia de que son
víctimas las mujeres durante los conflictos armados.

17. En Haití bajo el régimen militar las mujeres fueron sistemáticamente
víctimas de actos de violencia.  La violación se utilizaba habitualmente como
medio de represión política.  Sin embargo, el sistema judicial no hizo nada
para llevar ante la justicia a los autores de esos actos.  Las nuevas
instituciones democráticas deberán garantizar los derechos fundamentales de
la mujer y brindar a ésta recursos útiles.  La tradición de impunidad ha
engendrado en Haití una banalización de la violencia generalizada contra la
mujer.  Como ha preconizado el experto independiente sobre la situación de
los derechos humanos en Haití, hay que capacitar a las fuerzas de policía y
al personal judicial de modo que puedan investigar los atentados contra los
derechos fundamentales de la mujer y procesar a los culpables de esos actos.

18. En el Zaire las mujeres deben luchar constantemente contra las
desigualdades de facto y de jure.  El conflicto en curso ha provocado además
desplazamientos masivos de mujeres zaireñas con sus familias y exacerbado la
violencia de que son víctimas las mujeres refugiadas.  Las embarazadas son
especialmente vulnerables y a menudo se ven obligadas a dar a luz al borde de
la carretera sin la menor asistencia.

19. En el Afganistán todas las facciones han perpetrado actos de violencia
contra la mujer, a guisa de represalias.  Las fuerzas del general Dostom
parecen seguir cometiendo violaciones en la provincia de Badghis.  Estos dos
últimos años, los talibanes han impuesto restricciones draconianas a los
derechos de la mujer a la libertad de circulación, a la salud y a la
educación.  Las mujeres que infringen determinadas normas vestimentarias
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pueden recibir una paliza en público.  Les está prohibido el acceso a los
centros de salud y hammams.  Todas esas restricciones impiden a las mujeres
participar en la vida económica y política del país, comprendidas las
iniciativas de paz.  El International Human Rights Law Group condena esas
políticas y pide a todas las partes en el conflicto que respeten los derechos
fundamentales internacionalmente garantizados de toda la población.

20. La Sra. BOONTINAND (Federación Abolicionista Internacional) dice que
según los resultados de una investigación realizada por la Alianza Mundial
contra la Trata de Blancas y la Fundación contra la Trata de Blancas,
las políticas oficiales y los instrumentos jurídicos relativos a la
"trata de blancas" sirven tanto para prohibir, sancionar e impedir los
viajes y el trabajo de las mujeres como para combatir los atentados contra
su libertad cometidos por particulares o por el Estado.  Además, a menudo
funcionan como mecanismos de control social discriminatorio, tanto cuanto el
objetivo oficial es proteger a las mujeres inocentes como cuando se trata de
castigar a hombres depravados y a mujeres del mal vivir.  La ambigüedad
inherente en las medidas de "lucha contra la trata de blancas" se debe a la
intención -a veces- disimulada de los Estados de utilizar la violencia de los
hombres como excusa para ejercer un control sobre las mujeres y,
concretamente, sobre su movilidad y los empleos que pueden ejercer.

21. El informe resultado de la investigación mencionada concluye que sería
necesario formular una nueva definición del concepto de "trata" basada en
las normas internacionalmente aceptadas en materia de derechos humanos y que
abarque tanto las prácticas engañosas de contratación como las condiciones de
trabajo ilícitas.  Esa nueva definición debería basarse en el reconocimiento
del derecho de las mujeres a ejercitar un control sobre su propia vida y
sobre su propio cuerpo; en los intereses y los problemas de las mujeres y no
en la voluntad que tienen los Estados de limitar la inmigración y de combatir
el delito organizado, y en el hecho de que toda medida al respecto debería,
ante todo, referirse al problema de la violencia de que son víctimas las
mujeres que son objeto de la "trata".  Además, esa definición debería tener
en cuenta tanto la trata a nivel nacional como la trata transfronteriza,
referirse a todas las esferas de la vida de la mujer y concretamente al
empleo, y deberían prohibirse todas las formas de coacción.

22. De forma general, las políticas y las medidas encaminadas a combatir las
violaciones de los derechos de la mujer en el marco de la "trata" deberían
encaminarse a reforzar la capacidad de acción de las interesadas y a
permitirles que recuperen el control de su propia vida y que luchen por sus
derechos.  Ese resultado se puede obtener si se garantiza el respeto de los
derechos civiles y políticos, económicos, sociales y culturales de las
mujeres como personas y como trabajadoras; si se garantiza una protección
jurídica y posibilidades de recurso para las víctimas de violencia, y si se
hacen respetar las leyes no sexistas vigentes, que prevén la protección
contra las maniobras falaces, la violencia, la reclusión, la servidumbre por
deudas y cualquier otra forma de coacción ejercida en la contratación y
el empleo.
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23. El Sr. GILANI (Sociedad Mundial de Victimología) señala a la atención de
los miembros de la Comisión una situación concreta en la cual la ineficacia
de los mecanismos establecidos por las Naciones Unidas ha constituido un
factor esencial de desplazamiento de poblaciones.  En Jammu y Cachemira,
las Naciones Unidas no han logrado concretar su compromiso en pro de las
personas desplazadas, y la India no ha respetado el derecho de los
refugiados, tanto si se hallan en el Pakistán como en campamentos para
personas desplazadas en su propio país de Jammu, a volver a su casa con plena
seguridad y dignidad.

24. El desplazamiento también está causado por la aplicación, en diversas
regiones de Cachemira, de leyes que autorizan a las fuerzas de seguridad a
entrar en las casas en cualquier momento del día y de la noche para efectuar
registros rutinarios.  Así, a los habitantes se les deniega toda dignidad y
prefieren marcharse antes que sufrir ese tipo de vejación.

25. La Sociedad Mundial de Victimología ha transmitido a la Comisión,
al Representante del Secretario General sobre las personas desplazadas en
su propio país y al Alto Comisionado para los Derechos Humanos un informe
detallado sobre el desplazamiento interno en Jammu y Cachemira.  Espera que
ese informe les permita adoptar las medidas necesarias en pro de las
poblaciones, así como para sensibilizar al público a su situación, e insta
a la Comisión a alentar a la India y el Pakistán a convenir lugares de cruce
de la línea de cesación del fuego y a autorizar a las personas desplazadas
a franquear esa línea, como hicieron las dos Alemanias en los momentos más
difíciles de su historia.

26. La Sra. GIRMA (Asociación Africana de Educadores para el Desarrollo)
indica que los refugiados y las personas desplazadas en su propio país son
cada vez más numerosos en África, dado el elevado número de conflictos y de
guerras civiles que asolan el continente.  A menudo se los utiliza como
peones en los enfrentamientos armados o políticos entre los gobiernos y sus
adversarios.  Sus condiciones de vida y su situación se ven con frecuencia
explotados cínicamente por los medios de comunicación.  Además, es frecuente
que se reclute por la fuerza a refugiados, comprendidos niños, en las fuerzas
armadas de movimientos políticos apoyados por el país de acogida.

27. En ese contexto, las mujeres son cada vez más vulnerables y son víctimas
de violaciones, a menudo cometidas por responsables de la seguridad de los
campamentos, así como por los soldados de las fuerzas armadas del país de
acogida.  El ACNUR y el Centro de Derechos Humanos deberían hacer lo posible
por darles medios de acción.  Un enfoque pragmático y conciliatorio
contribuiría a crear condiciones de vida más pacíficas y más armoniosas.

28. Pese a que a menudo se expresan preocupaciones en cuanto a la seguridad y
el bienestar de los refugiados, es evidente que la mayor parte de éstos no
gozan de una protección eficaz del ACNUR y del Centro.  Según confiesan ellos
mismos, los órganos y organismos de las Naciones Unidas parecen tener más
cuentas que rendir a los gobiernos y a sus órganos rectores que a los propios
refugiados.  Sin embargo, son muchos los refugiados, en particular cuando
se encuentran en campamentos cercanos a las fronteras, que se ven expuestos
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a ataques armados realizados, a veces con el asentimiento del país de acogida
y el concurso de los responsables de la seguridad de los campamentos,
por "bandidos" que parecen tener relación con el gobierno de su país. 
Por último, los refugiados políticos que huyen de la prisión y que solicitan
asilo son a menudo víctimas de humillaciones debidas al racismo y
la xenofobia.

29. El Hermano OUIGLEY (Internacional Franciscana) desea poner de relieve,
habida cuenta de lo urgente que es encontrar soluciones prácticas a los
problemas con que tropiezan las personas desplazadas en el interior de su
propio país, algunas de las propuestas ya recomendadas por las instancias
internacionales especializadas.  En su informe (E/CN.4/1997/43) el
Representante del Secretario General ha subrayado la existencia de lagunas
importantes en el derecho internacional relativo a las garantías para la
protección de esas personas y ha señalado la inexistencia de mecanismos de
protección en pro de ellas durante las fases de desplazamiento y de regreso. 
Es de esperar que se puedan colmar esas lagunas.

30. Si bien es evidente que es necesario garantizar la protección de los
desplazados en su propio país, también hay que conceder una atención especial
a la prevención de ese tipo de situaciones.  Por eso es primordial
interesarse directamente por las causas del fenómeno, a saber, los conflictos
políticos y militares internos.

31. A este respecto, la Internacional Franciscana señala a la atención de los
miembros de la Comisión la situación imperante en Colombia, donde el número
de desplazados no cesa de aumentar y ha llegado a más de un millón en los
diez últimos años.  Las principales causas de esos desplazamientos se hallan
en las actividades de los grupos paramilitares, cuyo número asciende
actualmente a 600, de los cuales 507 están oficialmente reconocidos por el
Ministerio de Defensa, y en la ineficacia de la política de los poderes
públicos en materia de asistencia y prevención.  Los grupos paramilitares
destruyen sistemáticamente las comunidades rurales del interior, expulsan de
ellas a los dirigentes o los matan y se instalan de forma permanente en la
mayor parte de las comunidades, haciendo imposible el regreso de los
desplazados en el interior de Colombia.  Esa situación justifica sin duda
alguna la presencia de observadores de los derechos humanos sobre el terreno,
como ha recomendado en su informe el Representante del Secretario General.

32. El Sr. HASHEMI (Movimiento Internacional de los Halcones) señala que la
lucha contra el terrorismo se ha convertido en uno de los grandes problemas
con los que ha de enfrentarse la comunidad internacional.  Estos últimos años
el terrorismo ha estado inspirado sobre todo por el extremismo religioso. 
Sin embargo, no tiene nada que ver con las enseñanzas de ninguna religión. 
Además, el recurso al terrorismo por determinados gobiernos ha hecho que ese
fenómeno resulte todavía más peligroso.

33. En agosto de 1995, en su resolución 1995/18, la Subcomisión de Prevención
de Discriminaciones y Protección a las Minorías pidió que "el Gobierno de
la República Islámica del Irán [cesara] inmediatamente de participar en los
asesinatos y actos de asesinato o actos de terrorismo patrocinados por el
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Estado contra iraníes que viven en el extranjero y nacionales de otros
Estados, o de tolerar dichos actos".  Por toda respuesta, los ataques
terroristas cometidos contra disidentes iraníes en el extranjero aumentaron
en un 300% en 1996 en comparación con 1995.  El orador menciona a este
respecto varios asesinatos y atentados perpetrados desde principios de 1996
y documentados en un informe del Grupo Parlamentario británico para los
derechos humanos, que los imputa a agentes de Teherán.  Por otra parte,
en marzo de 1996 las autoridades judiciales alemanas dictaron una orden de
detención contra el Ministro iraní de Información, por su participación en
asesinatos cometidos en Berlín.  En su protocolo de acusación, el Procurador
General acusa a los Sres. Jamenei y Rafsanyani, las más altas autoridades del
Estado iraní, de haber ordenado esos asesinatos.

34. La planificación y la ejecución de actos terroristas no es una actividad
que incumba a grupos independientes en el seno de la jerarquía del régimen
iraní.  De hecho, Hassan Rohani, Secretario del Consejo Supremo de Seguridad,
ha declarado que el Irán no titubearía en destruir los centros de actividad y
de reunión de sus adversarios y ha añadido que, al hacerlo, no infringiría el
derecho internacional ni los derechos humanos.

35. Las Naciones Unidas deberían tratar de forma más decidida a un Estado
Miembro que viola deliberada y sistemáticamente el derecho a la vida en otros
países en los que han hallado refugio sus exiliados.  Por eso el Movimiento
Internacional de los Halcones insta a la Comisión a que, en su resolución
sobre la situación de los derechos humanos en el Irán, condene decididamente
el recurso al terrorismo por el régimen iraní contra sus adversarios
residentes en el extranjero e informe al respecto al Consejo de Seguridad,
para que este último adopte medidas vinculantes que castiguen ese recurso
al terrorismo.

36. El Sr. WICHERT (Comité Consultivo Mundial de la Sociedad de los Amigos)
subraya que, en lo que respecta a hallar soluciones duraderas a los problemas
de refugiados y de desplazados, el principal obstáculo se halla, como se
desprende de la compilación y el análisis de las normas jurídicas aplicables
a los desplazados en su propio país preparado por el representante del
Secretario General sobre la cuestión, Sr. Deng (E/CN.4/1996/52/Add.2) en
que los Estados y los movimientos de oposición se niegan a respetar sus
obligaciones.

37. En esa situación se imponen varias medidas concretas.  En primer lugar,
convendría dar una amplia difusión, como pidió la Comisión en 1996, a esa
compilación y a ese análisis.  A este respecto, el Comité Consultivo felicita
al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados por haber
publicado, para su personal sobre el terreno, un manual basado en ese
documento.  Como la situación de los desplazados se ha deteriorado en algunos
de los 12 países a los que ha ido el Sr. Deng, esos países deben multiplicar
sus esfuerzos para aplicar las recomendaciones y sugerencias y, como mínimo,
cooperar con el Alto Comisionado para los Derechos Humanos en el marco de
los programas de servicios de asesoramiento y de cooperación técnica. 
Otros países deberían seguir el ejemplo de Burundi, Colombia e Irlanda,
que han convenido con el Alto Comisionado en establecer una presencia sobre
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el terreno.  Las actividades de los organismos de las Naciones Unidas en
pro de los desplazados deben seguir mejorando.  A este respecto, el orador
lamenta que el Departamento de Asuntos Humanitarios no convoque más reuniones
del Grupo de Trabajo entre organismos sobre los desplazados en su propio
país, con lo cual priva a la Comisión de un dispositivo importante para el
seguimiento de sus resoluciones sobre la cuestión.  Los organismos de
las Naciones Unidas deberían robustecer su colaboración en esferas como el
acopio y el análisis de información, la cooperación técnica y la supervisión. 
En particular, el ACNUR y el Alto Comisionado para los Derechos Humanos
deberían aumentar su colaboración en las esferas en que coinciden sus
actividades, como Rwanda, Burundi, el Zaire, Malawi, Camboya, Georgia y
la ex Yugoslavia.  Con objeto de que los informes presentados a la Comisión
estén bien circunscritos y sean más útiles, esos dos organismos deberían
colaborar en la elaboración del informe sobre los éxodos en masa. 
Por último, la Comisión podría contemplar la posibilidad de fusionar la
resolución sobre los éxodos en masa y la resolución sobre los desplazados
en su propio país en un texto único, que podría titularse "Derechos humanos y
desplazamientos forzados".

38. La Sra. BLOEM (Federación Mundial de Mujeres Metodistas), que habla
asimismo en nombre de varias organizaciones no gubernamentales, observa los
progresos realizados en materia de integración de los derechos de la mujer en
el conjunto de los mecanismos de defensa de los derechos humanos creados por
las Naciones Unidas.  Sin embargo, lamenta que la resolución 1996/48 de la
Comisión relativa a la integración de los derechos fundamentales de la mujer
no se haya utilizado más como texto que autoriza la elaboración de informes a
la Comisión.  En consecuencia, insta a la Comisión a integrar plenamente los
derechos de la mujer en el programa de sus próximos períodos de sesiones. 
El examen de los resultados de la Conferencia Mundial de Viena sobre los
Derechos Humanos, prevista para 1998, debería aportar la ocasión de evaluar
los progresos realizados y los obstáculos encontrados en esta esfera, balance
que podría efectuarse sobre la base de un seguimiento permanente apoyado,
entre otras cosas, en indicadores de resultados, mecanismos en los que se
tenga en cuenta la responsabilidad, análisis de resultados y la indicación de
las mejores prácticas.

39. En cuanto a los órganos creados en virtud de instrumentos
internacionales, deben examinar atentamente los informes de los Estados
Partes para asegurarse de que las mujeres estén protegidas contra la
violencia y la discriminación.  Para ello, deberían incluir esas
preocupaciones en las directrices relativas a la preparación de informes
y pedir a los Estados que les aporten datos elaborados en esta esfera. 
En cuanto a los Estados, se los exhorta a ratificar sin reservas la
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra
la mujer y los Pactos Internacionales de Derechos Humanos.

40. A la oradora le preocupa la reestructuración en curso en el Centro de
Derechos Humanos, y lamenta que todavía no se haya designado ningún consejero
de alto nivel sobre los derechos de la mujer, pese a la recomendación
aprobada el año pasado en ese sentido.
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41. La oradora elogia el informe preparado por la Relatora Especial sobre
la violencia contra la mujer (E/CN.4/1997/47 y Add.1 a 4) y señala que la
organización que representa hace suyas en especial las recomendaciones que
contiene en materia de la lucha contra la violación y la violencia sexual,
tanto en lo que respecta a establecer servicios de apoyo a las víctimas como
a las actividades de sensibilización o las reformas legislativas encaminadas,
entre otras cosas, a derogar las leyes que obligan a las víctimas de
violación a casarse, lo cual garantiza la impunidad de sus agresores. 
También suscribe las recomendaciones formuladas por la Relatora Especial
con miras a poner fin a la trata de mujeres y de muchachas, fenómeno que va
adquiriendo proporciones inquietantes y cuyas víctimas son cada vez más
jóvenes.  Los Estados tienen la obligación de adoptar programas de acción
específicos en esta esfera con objeto de cumplir los compromisos contraídos
durante la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer o el Congreso Mundial contra
la explotación sexual de niños con fines comerciales, celebrado en Estocolmo,
y concretamente, castigar a los autores.  Esas medidas exigen a nivel
internacional y regional una colaboración de las fuerzas de policía y de
los representantes del poder judicial y, a nivel nacional, un enfoque
multisectorial encaminado a asegurar la reinserción social de las víctimas. 
Los gobiernos y las instituciones financieras internacionales deberían,
por otra parte, revisar sus políticas económicas con objeto de tener en
cuenta el vínculo existente entre la trata de mujeres, la pobreza y
el desempleo.

42. Por último, los Estados deben reconocer que las mujeres migrantes,
a menudo víctimas de una doble discriminación por su sexo y su origen étnico,
deben estar mejor protegidas.  A este respecto, la ratificación de la
Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los
trabajadores y de sus familiares constituye un primer paso indispensable. 
Para terminar, la oradora apoya decididamente la renovación durante tres años
del mandato de la Relatora Especial, cuya labor ha despertado las esperanzas
de las mujeres de todo el mundo.

43. El Sr. ABDUL AZIZ (Federación Islámica Internacional de Organizaciones
de Estudiantes) declara que el derecho a la libre circulación de las personas
consagrado en el artículo 13 de la Declaración Universal de Derechos Humanos
puede servir de punto de apoyo para levantar montañas, como lo demuestra la
caída del muro de Berlín.  Sin embargo, todavía existen muchos otros "muros"
en el mundo, como el constituido por la línea de cesación del fuego
en Cachemira.  Ésta, celosamente custodiada por soldados indios y
pakistaníes, sirve, sin ninguna legitimidad geográfica ni histórica,
para separar a familias desde hace 50 largos años.

44. Desde 1947 la población de Cachemira, privada de su derecho a la libertad
de circulación, sufre medidas de desplazamiento forzado, de expulsión o de
exilio sin posibilidad de regreso.  Si bien la comunidad internacional debe
atender a las necesidades de los refugiados y de las familias separadas,
también debería atacar las raíces del mal, pues, como ha indicado el
representante del Secretario General, la asistencia humanitaria y una
presencia internacional no pueden bastar para prevenir nuevos desplazamientos
si no van acompañadas de medidas encaminadas a encontrar soluciones políticas
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a los conflictos.  Ese razonamiento podría constituir la base de una
estrategia global de las Naciones Unidas con miras a una solución del
conflicto.  La Comisión debería adoptar la iniciativa de una comisión de
las Naciones Unidas para Cachemira, que se encargaría de coordinar la acción
realizada a escala del sistema para que la India y el Pakistán puedan
remediar, dentro del respeto de los derechos humanos, el problema de los
desplazamientos.  Para los dos millones de personas desplazadas en este
medio siglo, el silencio de la comunidad internacional es un factor de
incertidumbre intolerable.  La Comisión, conocedora de que un Estado que se
niega a acatar la voluntad de las Naciones Unidas pone en peligro todo el
equilibrio mundial, tiene el deber de poner fin a los crímenes contra la
humanidad cometidos en Cachemira, sin lo cual incumpliría las obligaciones
de su mandato.

45. El Sr. WAREHAM (Asociación Internacional contra la Tortura - AICT)
desea abordar tres esferas en las cuales la acción de la Comisión se
ve obstaculizada por la aplicación de un doble rasero.

46. En lo que respecta a la violencia contra la mujer, desde hace años son
muchas las voces que se elevan para pedir al Gobierno del Japón que repare
las violaciones de los derechos fundamentales cometidas durante la segunda
guerra mundial, concretamente contra las "esclavas sexuales" reducidas a esa
condición por los soldados japoneses.  Ahora bien, durante todo ese tiempo,
el Japón ha utilizado todos los trucos imaginables para negarse a reconocer
su culpabilidad.  La Comisión puede perder su credibilidad si no utiliza toda
su influencia para obligar al Japón a reconocer su responsabilidad histórica
y a reparar sus errores.

47. A propósito de la cuestión de los derechos humanos, los éxodos en masa
y los desplazados, el orador recuerda que muchas personas de países en
desarrollo han tenido que salir de su tierra natal, para hallar mejores
condiciones de vida, y para desempeñar en los países desarrollados empleos
que las poblaciones locales juzgaban degradantes.  Hoy día la recesión
económica los convierte en desempleados indeseables que cristalizan
sentimientos xenófobos atizados por la prensa popular.  Así ocurre en toda
Europa, pero todavía más en los Estados Unidos, donde las leyes promulgadas
en los últimos tiempos constituyen sencillamente una negación de los derechos
humanos.  Así, la Ley de reforma de la protección social aprobada en 1996
por el Congreso de los Estados Unidos está encaminada a limitar, cuando no
a suprimir pura y simplemente, las prestaciones sociales de los inmigrantes
y sus hijos, en contravención de sus derechos económicos, sociales y
culturales.  Esas violaciones se han agravado todavía más con la aprobación,
en septiembre de 1997, de una nueva ley sobre la inmigración que limita las
entradas y facilita las expulsiones, al mismo tiempo que restringe el derecho
de asilo.  No es una casualidad que los Estados Unidos cierren sus puertas
en un momento en que la mayoría de los solicitantes son personas de color. 
Esa es la política racista aplicada por un gobierno cuyo representante
permanente criticaba, la semana pasada, la aprobación de instrumentos
"exóticos" en la esfera de los derechos humanos.
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48. En lo que respecta a los métodos de trabajo de la Comisión, el orador
subraya que la falta de transparencia y el doble lenguaje pueden atentar
contra los trabajos, por otra parte inestimables, de este órgano, como lo
demuestra la aplicación de llamamiento en pro de la celebración de una
conferencia mundial sobre el racismo en 1999.  Mientras que en el decenio
de 1990 ya se han organizado conferencias o cumbres mundiales sobre el medio
ambiente, los derechos humanos, el desarrollo social, los asentamientos
humanos y la mujer, cuando se trata del racismo la sensación de urgencia
desaparece bruscamente.  En las negociaciones sobre el proyecto de resolución
pertinente, el Grupo de Estados de Europa Occidental y otros Estados,
dirigido como de costumbre por los Estados Unidos, se ha caracterizado por
maniobras de una mala fe ejemplar, al deformar los hechos y no titubear en
recurrir a las presiones directas cuando el resto fracasaba.  Todos los
miembros de la Comisión y los observadores deben estar convencidos de que la
falta de respeto de los principios de igualdad y de transparencia atentan
contra la integridad de este órgano.  La Comisión no debe tolerar que se
aplique un doble rasero.

49. El Sr. BALA RAM (Nepal), que hace uso de su derecho de responder
a propósito de la denuncia repetida por la Organización Mundial contra
la Tortura según la cual siete policías habían violado a una mujer
refugiada, confirma que un equipo de investigación se desplazó
inmediatamente al lugar tras recibir información sobre el incidente. 
Según la información disponible, en esa agresión no estuvo implicado ningún
policía, y la investigación continúa para hallar a los culpables.  En cuanto
a las denuncias de que los detenidos y los solicitantes de asilo serían
víctimas de malos tratos, el orador precisa que el Gobierno de Nepal,
Parte en 14 convenciones y protocolos en la esfera de los derechos humanos,
entre ellos la Convención contra la Tortura, no toleraría ningún incidente
de ese género.  Por último, la legislación de Nepal reprime severamente el
crimen de violación, los autores del cual pueden recibir una sentencia de
siete años de prisión y confiscación de la mitad de sus bienes en beneficio
de la víctima.

50. En respuesta a las cuestiones planteadas en el anterior por el South
Asian Human Rights Documentation Centre, el representante de Nepal indica que
la aprobación de la Ley sobre la creación de la Comisión Nacional de Derechos
Humanos estuvo precedida de amplias consultas entre las organizaciones no
gubernamentales, los defensores de los derechos humanos, los parlamentarios y
los representantes del Gobierno.  En Nepal no existe ninguna ley secreta,
ya que la entrada en vigor de todos los textos aprobados por el Parlamento
está supeditada a su publicación en el Diario Oficial.  Por último, en lo que
respecta a la crisis de los refugiados, Nepal se congratula de la
continuación del diálogo con Bhután sobre esta cuestión.

51. El PRESIDENTE señala que la Comisión termina así el examen de los temas 9
y 18 del programa.



E/CN.4/1997/SR.46
página 16

CUESTIÓN DE LA VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS Y LAS LIBERTADES
FUNDAMENTALES EN CUALQUIER PARTE DEL MUNDO, ESPECIALMENTE EN LOS PAÍSES
Y TERRITORIOS COLONIALES Y DEPENDIENTES, Y EN PARTICULAR:

a) Cuestión de los derechos humanos en Chipre

(tema 10 del programa) (continuación) (E/CN.4/1997/5 y Add.1, 8, 9, 48 a 50,
53, 54, 55 y Corr.1, 56 a 59, 60 y Add.1, 61, 62 y Add.1, 63, 64, 113, 114,
118, 123 a 125, 129 y 132; E/CN.4/1997/NGO/3 a 6, 12, 14 a 17, 21, 25 y 27;
A/51/457, 460, 466, 478, 479, 481, 490, 496, 538 y 542/Add.2)

52. El Sr. DEGNI-SEGUI (Relator Especial sobre la situación de los derechos
humanos en Rwanda), que presenta su informe E/CN.4/1997/61 y Add.1, dice que
en 1996 realizó dos misiones en Rwanda, que le permitieron ponerse al día
sobre el genocidio, las violaciones actuales de los derechos humanos y el
problema del regreso de los refugiados.

53. El genocidio plantea dos problemas:  la investigación a su respecto y
el proceso contra sus presuntos autores.  La investigación, centrada más bien
en la búsqueda de las causas profundas de las hostilidades que estallaron
en 1994, ha permitido distinguir dos grandes categorías de factores. 
Los primeros, políticos e históricos, parecen ser determinantes, mientras que
los segundos, económicos, sociales y culturales, parecen haberse conjugado
para servir de catalizador de la dimensión política del conflicto y
desembocaron en el genocidio.  La investigación también ha dejado clara la
situación particular de los grupos vulnerables, entre los cuales las
principales víctimas han sido las mujeres, sobre todo debido a que se ha
utilizado la violación como arma de guerra.  Los niños, comprendidos los
lactantes, no han escapado a las matanzas y han sido doblemente víctimas,
por haberse visto obligados a tomar parte en ellas o por haber sido testigos
de las atrocidades cometidas contra sus padres, cuando no han sido ellos
mismos los objetivos.

54. El otro problema, que consiste en llevar ante la justicia a los presuntos
culpables del genocidio, persiste casi intacto, pese a unos primeros pasos
modestos en esa dirección, y concretamente la apertura de los procesos del
Tribunal Penal Internacional para Rwanda.  En el plano internacional sólo se
ha procesado a 30 personas de las 400 sospechosas señaladas por el Fiscal. 
En el nivel nacional, Rwanda se ha dotado en agosto de 1996 de una ley
orgánica sobre las acusaciones contra los presuntos autores del genocidio,
en virtud de la cual a mediados de diciembre se iniciaron los procesos ante
los tribunales rwandeses.  Pero su desarrollo tropieza con dificultades
institucionales y procesales debidas a que el personal judicial no se ha
reconstituido sino parcialmente y carece de formación, así como a la falta de
garantías esenciales (independencia de la magistratura, presunción de
inocencia y derechos de la defensa).

55. A esa situación se añaden violaciones preocupantes de los derechos
a la propiedad, a la libertad de expresión, a la seguridad personal o
a la integridad física.  Los atentados contra el derecho de propiedad,
que consisten esencialmente en la ocupación ilegal de bienes, se han agravado
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bajo el efecto del regreso masivo de refugiados a fines de 1996.  La política
del Gobierno de Rwanda, centrada en la renovación de la vivienda, no ha
tenido resultados satisfactorios por falta de medios financieros. 
Los atentados contra la libertad de expresión (censura, actos de
intimidación, secuestros y asesinatos) afectan a los periodistas,
los religiosos, los magistrados, los defensores de los derechos humanos y
los militantes de los partidos políticos.  Los atentados contra el derecho
a la seguridad de la persona, que adoptan la forma de detenciones y de
encarcelamientos arbitrarios de personas sospechosas de haber participado en
el genocidio, han aumentado sensiblemente durante dos episodios de tensión
política -los censos de abril-mayo de 1996, que dieron lugar a una auténtica
caza de los autores del genocidio, y después los registros de julio-agosto
destinados a aprehender a los infiltrados- y durante el regreso masivo de
refugiados a fin de año.  La población reclusa ha pasado así de 66.000 presos
en marzo de 1996 a más de 102.000 en marzo de 1997, o sea más que la
capacidad total de acogida.

56. Por último, los atentados contra los derechos a la integridad física y a
la vida también han sufrido un recrudecimiento durante dos períodos, el
primero de ellos de junio a julio y de agosto a septiembre de 1996.  Personas
infiltradas desde Estados vecinos, concretamente el Zaire, se han dedicado
a actos de sabotaje y a asesinatos, lo cual ha suscitado una respuesta
igual de brutal del ejército popular de Rwanda, que ha procedido a redadas,
secuestros y ejecuciones sumarias, e incluso a matanzas.  El segundo período
abarca el primer trimestre del año en curso, en el cual la Operación sobre el
terreno en pro de los derechos humanos en Rwanda ha registrado, sólo en el
mes de enero, 424 ejecuciones sumarias en el marco de incidentes atribuidos a
las ex fuerzas armadas de Rwanda, a los milicianos y al ejército.  La propia
Operación ha perdido a cinco de sus funcionarios, ejecutados a sangre fría en
febrero de 1997, lo cual la ha obligado a reorganizar sus actividades.

57. El problema del regreso de los refugiados, que explica en parte el
recrudecimiento de las violaciones de los derechos humanos, ha sometido
a ruda prueba la estrategia del ACNUR y tiene un nuevo planteamiento debido
a la crisis del Zaire.  El 11 de octubre de 1996 el ACNUR adoptó una nueva
estrategia global e integrada encaminada a organizar una repatriación rápida
de los refugiados gracias a las medidas siguientes:  cierre progresivo de los
campamentos, determinación individual del estatuto de refugiado, aplicación
estricta de la cláusula de exclusión contra los presuntos autores del
genocidio y entrega al Tribunal Penal Internacional de las personas buscadas. 
Ahora bien, la crisis del Zaire ha hipotecado todas las esperanzas suscitadas
por esta estrategia.  Esa crisis militar, política y humanitaria se ha
caracterizado por dos hechos importantes estrechamente vinculados: 
los enfrentamientos militares entre los tutsi banyamulenge y las fuerzas
armadas del Zaire y el éxodo masivo de los refugiados que en un principio se
dirigieron hacia regiones inhóspitas e inaccesibles para las organizaciones
humanitarias y después hacia Rwanda.  Más de un millón de refugiados se han
visto así obligados a salir del Zaire y de Tanzanía para volver a su país de
origen.  Lo peor es que la comunidad internacional, ante una crisis tan grave
que exige soluciones urgentes, ha tardado en reaccionar y todavía no adopta
las medidas del caso.
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58. En consecuencia, es una sensación de urgencia la que impulsa al Relator
Especial a recomendar las medidas siguientes:  adoptar las disposiciones
necesarias para hacer que la ayuda de urgencia llegue a los refugiados y
repatriar a éstos con seguridad y dignidad; convocar con máxima urgencia una
conferencia internacional sobre la región de los Grandes Lagos con miras a
resolver el conjunto de problemas de la región; adoptar medidas idóneas para
prevenir el estallido de un conflicto generalizado que pondría en peligro la
estabilidad de toda la región; dotar de medios humanos y materiales
suficientes al Tribunal Penal Internacional para que pueda desempeñar con la
mayor eficacia posible su misión; pedir a los Estados que han acogido a
personas buscadas por el Tribunal que las entreguen para ser juzgadas;
ayudar de forma más sustancial al Gobierno de Rwanda a llevar a cabo los
procesos de los presuntos autores del genocidio con miras a romper con la
tradición de impunidad y exhortar al Gobierno de Rwanda a adoptar las medidas
necesarias para garantizar el respeto efectivo de los derechos humanos y de
las libertades fundamentales.

59. El Sr. GARRETÓN (Relator Especial sobre la situación de los derechos
humanos en el Zaire), que presenta su informe (E/CN.4/1997/6 y Add.1 y 2)
señala que los acontecimientos de 1996 lo han obligado a efectuar dos
misiones imprevistas sobre el terreno, la primera en julio cuando estalló la
guerra de Masisi en Kivu septentrional y la segunda del 25 al 29 de marzo
de 1997 para investigar las denuncias relativas a matanzas cometidas por las
fuerzas rebeldes.  Se ha sentido decepcionado por la falta de cooperación
del Gobierno del Zaire, que no ha respondido a ninguna de las siete
comunicaciones que le ha enviado y que, en julio, no aceptó que viajara al
este del país para investigar sobre las denuncias de graves violaciones de
los derechos humanos cometidas en Kivu septentrional por las fuerzas armadas
del Zaire (FAZ) contra los zairenses de origen tutsi.

60. En 1996 la situación de los derechos humanos no mejoró sensiblemente en
comparación con 1995.  La tortura y los malos tratos, concretamente la
violación de mujeres en las cárceles, no han cesado.  No se ha registrado
ninguna mejora en lo que respecta a la situación de los derechos económicos,
sociales y culturales, la condición de la mujer y del niño, las condiciones
de reclusión, la administración de justicia ni el derecho de información. 
A los miembros de organizaciones no gubernamentales se los amenaza, persigue
o encarcela.  Se ha creado una comisión nacional para la protección y la
promoción de los derechos humanos, en la que no está representado ninguno
de los organismos de defensa de los derechos humanos, en medio de la
indiferencia más total.  No se ha hecho nada para solucionar el problema de
la nacionalidad de los banyarwanda.  En cambio, a los batutsi de Kivu
septentrional se los ha expulsado (E/CN.4/1997/Add.1), mientras que los
de Kivu meridional se han rebelado.  El único acontecimiento positivo ha sido
la creación en Kinshasa, el 10 de diciembre de 1996, de una oficina del
Alto Comisionado para los Derechos Humanos, con objeto de ayudar al Gobierno
y a las organizaciones no gubernamentales a promover y proteger los
derechos humanos.
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61. En lo que respecta al proceso democrático, no se ha registrado ningún
progreso salvo la creación de la Comisión Electoral Nacional.  El Gobierno no
puede argumentar el conflicto en la parte oriental del país ni la falta de
asistencia exterior para justificar esa situación.  De hecho, el proceso de
democratización ya estaba paralizado antes de que estallara el conflicto y el
Gobierno hubiera podido permitir, sin ayuda externa, que la voluntad popular
se expresara libremente y que se estableciera el pluralismo en los medios
de comunicación.

62. En el conflicto de la provincia de Kivu, que se habría podido evitar
mediante el diálogo, ninguna de las partes ha respetado las obligaciones
impuestas por el artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra. 
Entre las causas de ese conflicto conviene mencionar las siguientes: 
trazado arbitrario de fronteras durante la colonización; decisión de las
autoridades zairenses, en 1981, de privar colectivamente a los banyarwanda
de la nacionalidad zairense; llegada masiva de refugiados rwandeses en 1994;
ataques lanzados con el apoyo de las FAZ por los refugiados pertenecientes
a las antiguas fuerzas armadas de Rwanda y las milicias interahamwe; ataques
lanzados contra los batutsi de Kivu septentrional, y proclamas antirwandesas
incendiarias de las autoridades nacionales y regionales zairenses.  Todas las
partes en el conflicto -la Alianza de Fuerzas Democráticas para la Liberación
del Congo-Zaire (AFDL), a la que se han sumado soldados extranjeros, sobre
todo rwandeses, las FAZ, las antiguas fuerzas armadas de Rwanda (FAR) y las
milicias interahamwe- han cometido gravísimas violaciones de los derechos
humanos y del derecho humanitario internacional (véase E/CN.4/1997/6,
párrs. 190 a 207).  El Relator Especial subraya especialmente, en su informe
preparado en diciembre de 1996 (párrs. 197 a 202), las atrocidades cometidas
por la AFDL, concretamente contra civiles, y subraya la actitud que tiene de
separar a los hombres -de los que ya no se vuelven a tener noticias- de las
mujeres y los niños.

63. Por desgracia, ese informe no suscitó ninguna reacción.  Hubo que esperar
hasta febrero de 1997 para que algunos gobiernos y medios de comunicación
publicaran exactamente la misma información, ante la cual el Consejo de
Seguridad y el Alto Comisionado para los Derechos Humanos decidieron encargar
al Relator Especial que efectuara una misión sobre el terreno.  Pese a los
medios notoriamente insuficientes de que disponía, pudo obtener muchos
testimonios que, si bien a veces difieren considerablemente en cuanto al
número de las víctimas, permiten afirmar que efectivamente se han producido
matanzas, concretamente en Lemera, Kidote, Bukavu, Goma, Matanda, Katale,
Mugumba, Chimanga, Nyakariba y Nyamitaba.

64. Ante esa situación, el Relator Especial recomienda, en el informe sobre
su misión en el Zaire oriental (E/CN.4/1997/6/Add.2) la creación de una
comisión que se encargue de investigar las violaciones masivas del derecho a
la vida cometidas en esa región.  Recuerda a ese respecto las recomendaciones
que formuló en sus informes anteriores, ninguna de las cuales surtió efecto,
en especial en lo que respecta a la separación efectiva de las fuerzas
de policía y de defensa y la cesación de la impunidad de que gozan,
la independencia del poder judicial, el respeto de las organizaciones no
gubernamentales, la creación de un clima de respeto con respecto a todos los
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habitantes del país, sin discriminación contra ninguna etnia.  Por otra
parte, cualquiera sea la evolución del conflicto en el este del país, hay que
acelerar el establecimiento de la democracia, sin la cual no se puede superar
la crisis actual.

65. El Zaire debe ratificar con urgencia el Protocolo adicional de los
Convenios de Ginebra (Protocolo II).  Todas las partes en el conflicto están
obligadas a respetar las disposiciones del artículo 3 de esos Convenios. 
En particular, el Gobierno debe abstenerse de toda incitación al odio
nacional o racial.  En cuanto a la AFDL, no puede considerar a todos los
refugiados rwandeses como antiguos miembros de las FAR ni de las milicias
interahamwe.  Además, es importante que todas las partes dejen de
obstaculizar el tránsito de la asistencia humanitaria y de acusar a los
mecanismos humanitarios, concretamente al ACNUR, de colusión con la parte
adversa, cuando no hacen sino cumplir con su cometido de socorrer a las
personas que sufren, pertenezcan al bando que pertenezcan.

66. El Relator Especial insiste en un aspecto capital:  las negociaciones
de paz que acaban de iniciarse y a las que él había instado hace más de seis
meses no pueden llegar al establecimiento de una paz duradera si -como por
desgracia parece ser el caso- no se tiene debidamente en cuenta la cuestión
de los derechos humanos y de la democracia.  En cuanto a la comunidad
internacional, debe contribuir a la reconstrucción del Zaire, a la solución
del problema de los refugiados y de los desplazados, a la regeneración del
medio ambiente y al establecimiento de un Estado de derecho conforme a la
voluntad del pueblo zairense.  También habrá que reforzar el papel
desempeñado por la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos
en Kinshasa y ampliar su acción a todo el país.

67. El Sr. PINHEIRO (Relator Especial sobre la situación de los derechos
humanos en Burundi), que presenta su informe (E/CN.4/1997/112 y Add.1),
dice que la Comisión debe adoptar un enfoque concertado y preconizar
soluciones concretas para poner remedio a la grave crisis por la que
atraviesa la región de los Grandes Lagos.  En contra de lo que afirmó la
representante de Burundi en la 18ª sesión, al Representante Especial lo único
que le importa es ayudar, sin ningún prejuicio, a las autoridades y al pueblo
de Burundi a salir de la crisis.  A este respecto, conviene rendir homenaje a
los esfuerzos realizados por el Representante Especial del Secretario General
para Burundi, por los organismos de las Naciones Unidas, por el Centro de
Derechos Humanos y los observadores de derechos humanos, así como por las
organizaciones no gubernamentales, que, pese a las dificultades debidas a las
sanciones económicas impuestas al país, han logrado mantener lo esencial de
sus actividades de asistencia en pro de las víctimas del conflicto
de Burundi.

68. El Relator Especial lamenta que, pese a las seguridades que había dado
el mayor Buyoya tras tomar el poder en julio de 1996, no se haya realizado
prácticamente ningún progreso en cuanto a la transición democrática,
la instauración de un Estado de derecho y la apertura de un auténtico diálogo
con los rebeldes y con los partidos políticos de oposición.  Hace poco,
varios ciudadanos que habían criticado a las autoridades de Burundi fueron
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objeto de malos tratos y de procesos judiciales, y el país se hunde cada día
un poco más en la guerra con su cohorte de víctimas, sobre todo mujeres,
niños y personas de edad.

69. Al Relator Especial también le inquietan las graves consecuencias
humanitarias que comporta para muchos campesinos pobres la política de
rehabilitación forzada aplicada por el Gobierno, único medio, según las
autoridades, de garantizar la seguridad de la población.  El número de
civiles reagrupados en campamentos se eleva ya a 200.000 y podría llegar
a 500.000, a los que se han de añadir las 300.000 personas desplazadas en
el interior del país.  Los interesados no pueden ir a sus campos más que
durante un breve período del día, aunque ya se hayan señalado en varios
campamentos casos de malnutrición.

70. El seguir ayudando a esas poblaciones en las condiciones establecidas por
las autoridades equivale, tanto para los organismos humanitarios como para
los países donantes, a refrendar la política de reagrupación y a exponerse a
las represalias de los rebeldes.  Por ello esos organismos deberían, antes
de suministrar asistencia, asegurarse de que las autoridades de Burundi
garanticen el acceso de observadores de los derechos humanos a esos
campamentos, con objeto de que puedan censar o prevenir las violaciones de
los derechos humanos.

71. En lo que respecta a las exacciones perpetradas por las fuerzas armadas,
el Relator Especial rinde homenaje a los esfuerzos realizados por el Gobierno
para combatir la impunidad de la que gozan los autores de esos actos. 
Así, a varios miembros de las fuerzas de seguridad y de las fuerzas armadas
se los ha condenado a duras penas de prisión por matanzas perpetradas en
diversas regiones del país.  A este respecto, habría que crear un tribunal
internacional que se encargara de juzgar a los autores y a los comanditarios
del asesinato del Presidente Ndadaye y de las matanzas que lo siguieron. 
Por otra parte, el Relator Especial condena con toda firmeza los múltiples
actos de violencia cometidos por los rebeldes en varias regiones del país y
que causan muchas víctimas entre los civiles.

72. En cuanto a las sanciones económicas, si bien el Comité de Sanciones
las ha aliviado por motivos humanitarios, no por ello dejan de tener
consecuencias desastrosas para las condiciones de vida, ya muy duras, de la
mayor parte de la población, sobre todo en lo que respecta a la alimentación
y la salud.

73. Para poner fin a la violencia que asola la región de los Grandes Lagos
en general y a Burundi en particular, la comunidad internacional quizá
debiera decretar un embargo sobre la venta de armas en esa región.  De hecho,
la proliferación de armamentos sirve a los objetivos de quienes están
interesados en que se perpetúe el desorden, cuando las poblaciones
interesadas sólo piden vivir en paz.
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74. El Relator Especial insta encarecidamente a la comunidad internacional
a que salga por fin de su inmovilismo y contribuya a la solución de la crisis
por la que atraviesa la región de los Grandes Lagos.  Es lamentable que a los
Relatores Especiales de la Comisión sobre la situación de los derechos
humanos en Burundi, Rwanda y el Zaire nunca se los haya hecho participar en
las iniciativas adoptadas por diversas instancias internacionales para tratar
de resolver la crisis y concretamente permitir que los refugiados y los
desplazados vuelvan a sus casas en condiciones de seguridad satisfactorias. 
Es más necesario que nunca organizar una conferencia regional sobre la paz,
la seguridad y el desarrollo en la región de los Grandes Lagos, basándose
en los esfuerzos infatigables que despliega el Representante Especial del
Secretario General para establecer los elementos de una estrategia global.

75. Para concluir, el orador señala que la comunidad internacional corre el
peligro de que la historia la juzgue con severidad si sigue eludiendo las
responsabilidades que le incumben frente a este nuevo desastre humanitario y
a los infinitos sufrimientos que soportan las poblaciones de la región de
los Grandes Lagos.

Se levanta la sesión a las 13.20 horas.


